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La complejidad comienza con la denominación de las
ayudas. Podemos encontrarnos con referencias a las
«ayudas de Estado» (como se ha preferido tradicional-
mente), «ayudas estatales», «ayudas públicas» o «ayu-
das en el sentido del artículo 107.1 del Tratado de
Funcionamiento de la Unión Europea». Todas estas de-
nominaciones hacen referencia a una misma reali-
dad, rama fundamental de la política de competen-
cia de la Unión Europea, y a  la que trataremos de
aproximarnos en las siguientes líneas.

La razón de ser del control de las ayudas públicas en
el ámbito de la Unión Europea la encontramos en uno
de los principales objetivos que ya se fijaron las
Comunidades Europeas en la década de los cincuen-
ta: la creación de un mercado único, un mercado in-
terior en el que se garanticen la igualdad y la equidad
de todos los operadores económicos, con indepen-
dencia del Estado miembro del que procedan, y que
reúna las condiciones de libre circulación de personas,
mercancías, servicios y capitales.

Ese el motivo por el que el artículo 3 del Tratado de
Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) atribuye a
la Unión la competencia exclusiva para el estableci-
miento de las normas sobre competencia necesarias
para el funcionamiento del mercado interior. El control
de las ayudas de Estado forma parte de la Política de
Competencia de la UE, y la Comisión se erige como
la máxima responsable de dicho control. Las ayudas
públicas han demostrado ser uno de los instrumentos
por los que más puede resultar afectada la compe-
tencia, dada la gran capacidad económica y regula-
toria de los Estados y las administraciones públicas. 

El propio TFUE regula las ayudas públicas o ayudas de
Estado en los artículos 107 a 109. Y lo hace partiendo
de una prohibición en el artículo 107.1: «salvo que los
Tratados dispongan otra cosa, serán incompatibles
con el mercado interior, en la medida en que afecten
a los intercambios comerciales entre Estados miem-
bros, las ayudas otorgadas por los Estados o median-
te fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen
o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a
determinadas empresas o producciones». Teniendo
en cuenta la imposibilidad de ejecutar cualquier polí-
tica pública sin las ayudas de Estado, es el propio
Tratado, y las propias instituciones de la UE, los que han
establecido un elenco complejo de normas sobre ayu-

das públicas para compatibilizarlas con el mercado in-
terior.

¿QUÉ SON LAS AYUDAS DE ESTADO?

La propia definición de las ayudas de Estado es la pri-
mera complejidad que aparece en esta materia. Las
ayudas de Estado no han tenido una definición con-
sensuada e inequívoca, a pesar de que son objeto de
una intensa actividad administrativa, normativa y juris-
prudencial. No ha existido una definición regulada nor-
mativamente hasta mayo de 2016, cuando se publi-
có la  Comunicación sobre el Concepto de ayuda de
Estado. Existen varias razones de oportunidad en esta
ausencia de concepto normativo, pero manifiesta la
dificultad que supone, en no pocas ocasiones, identi-
ficar si nos encontramos ante una ayuda de Estado.
Han sido tanto la Comisión Europea como el Tribunal
de Justicia los que han ido perfilando los elementos
constitutivos de una ayuda:

– Ha de existir una ventaja o beneficio 

– Dicha ventaja ha de ser otorgada por los Estados (o
entidades públicas) o mediante fondos públicos o es-
tatales.

– Favoreciendo a una empresa o unidades económi-
cas (carácter selectivo)

– Ha de falsear (o amenazar) la competencia o el co-
mercio entre Estados miembros.

Existencia de ventaja o beneficio:

Para que una ventaja pueda ser considerada una ayu-
da estatal, debe constituir un beneficio económico o
cuantificable económicamente. Es decir, no es nece-
saria la existencia de un beneficio positivo, sino tam-
bién la liberación de una carga (como  pago diferido
de impuestos, beneficios fiscales, etc.). Además, debe
tratarse de un beneficio que la empresa no habría ob-
tenido en condiciones normales de mercado, es de-
cir, sin la intervención estatal. La forma en la que se
otorgue dicha ventaja es irrelevante. 

La ventaja, además, puede ser directa o indirecta. No
plantea dudas la transferencia directa de fondos esta-
tales a una empresa. Pero existen casos en que una o
varias empresas pueden resultar beneficiadas por la
acción pública sin ser necesariamente los beneficia-
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rios directos. Ello ocurre cuando las empresas benefi-
ciarias operan en niveles posteriores de actividad, e in-
cluso si el beneficiario directo es una persona física.
Imaginemos por ejemplo que las autoridades públicas
subvencionan la adquisición de ordenadores a las fa-
milias numerosas. Las familias, no realizan actividades
económicas, ni operan en el mercado interior, por lo
que la subvención que reciben, en este primer nivel,
no puede considerarse ayuda de Estado. Pero si la sub-
vención se otorga para la adquisición de ordenadores
de un fabricante o fabricantes concretos, excluyendo
a otros, indirectamente se está confiriendo una venta-
ja económica a una o varias empresas concretas.
Existe una ventaja indirecta si la medida está ideada
de forma que canalice sus efectos secundarios hacia
empresas o grupos de empresas identificables. 

Podemos encontrarnos dos casos problemáticos, fron-
terizos, en los que, de conjugarse determinadas carac-
terísticas, no estaríamos ante una ayuda de Estado,
conforme a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia. 

El primer caso es el de la prueba del Operador en una
Economía de Mercado (OEM). Las transacciones eco-
nómicas realizadas por organismos públicos (incluidas
las empresas públicas) no confieren una ventaja a su
destinatario y, por consiguiente, no constituyen ayuda,
si se realizan con arreglo a las condiciones normales
de mercado. El «principio del inversor en una econo-
mía de mercado» excluye la presencia de ayuda es-
tatal en casos de inversión pública, si se aprecia que,
en circunstancias similares, un inversor privado de un
tamaño comparable que opere en condiciones nor-
males de mercado, hubiera podido realizar la inversión
en cuestión. Con idéntica filosofía, se ha desarrollado
la «prueba del acreedor privado» y la «prueba del ven-
dedor privado».

El segundo caso problemático es el de la compensa-
ción por prestación de un Servicio de Interés
Económico General (SIEG). La compensación por di-
cho servicio no debería, en puridad, conferir ninguna
ventaja. Sin embargo, es factible que a través de di-
cha compensación, la empresa que realice el servicio
reciba alguna ventaja económica sobre sus competi-
dores. La línea conceptual resulta muy difusa. El Tribunal
aclaró en la sentencia Altmark (1) que puede excluirse
la concesión de una ventaja (y por tanto de existencia
de ayuda de Estado) en los casos en que se reúnen
varias condiciones acumulativas, orientadas a garan-
tizar, fundamentalmente, que en la forma o cuantía de
la compensación por SIEG, no se  otorga ventaja com-
petitiva al prestador del servicio.

Origen estatal y fondos estatales

Se trata de dos condiciones diferentes que, sin embar-
go, se suelen analizar conjuntamente.

Es necesario que la ventaja directa o indirecta la otor-
gue una autoridad pública (recordemos que las ayu-
das estatales pueden ser concedidas por entidades
de todos los niveles de administración territorial o insti-

tucional). En los casos en que una autoridad pública
concede una ventaja a un beneficiario, la medida es
por definición imputable al Estado o entidad territorial
inferior, con independencia de la autonomía jurídica o
económica que tenga el ente concedente.

Los casos más problemáticos a la hora de identificar
esta imputabilidad se manifiestan cuando la ventaja
es concedida por una empresa pública. En tales ca-
sos, hemos de analizar en qué medida las autoridades
públicas han intervenido en la adopción de la medi-
da, para poder hablar de ayuda de Estado. 

Los indicios de imputabilidad que utiliza la Comisión se
derivan de la emblemática Sentencia Sturdust (2), aun-
que la lista no pretende ser exhaustiva: capacidad de-
cisoria de los poderes públicos; vinculación orgánica;
directrices gubernamentales; elementos de integra-
ción estructural en la administración; condiciones de
competencia en los mercados; estatuto jurídico de la
empresa; tutela de las autoridades públicas; y cual-
quier otro de naturaleza similar a los anteriores.

Por «fondos estatales», además, se entiende todos los
fondos del sector público, incluidos los fondos de enti-
dades intraestatales (descentralizadas, federadas, re-
gionales o de otra índole) y, en determinadas circuns-
tancias, fondos de organismos privados. 

Favorecer a una empresa o actividad económica. El
carácter selectivo

La normativa en materia de ayudas de Estado solo es
de aplicación cuando los beneficiarios son considera-
dos «empresa». Sin embargo, la Comisión y el Tribunal
de Justicia han establecido un concepto amplio y om-
nicomprensivo de «empresa» a estos efectos, con el
fin de dar cabida a todas las formaciones y activida-
des económicas susceptibles de recibir ayudas que
distorsionen la competencia. 

Una empresa es una entidad que ejerce una actividad
económica, con independencia de su estatuto jurídi-
co y de su modo de financiación, que será diferente
en cada Estado miembro. Al establecer que no es re-
levante el estatuto jurídico de la entidad para que sea
considerada «empresa o actividad económica», se
hace extensible la aplicación de las ayudas de Estado
a un número importante de beneficiarios que en otros
ámbitos quedan muy apartados del concepto empre-
sarial. Ello convierte en beneficiarios potenciales de
ayudas públicas a clubes deportivos (como ha ocurri-
do con varios clubes de fútbol importantes de nuestro
país), asociaciones, entidades públicas o incluso enti-
dades sin ánimo de lucro, en la medida en que pue-
den realizar actividades en el mercado (3). 

Pero además, para constituir una ayuda de Estado la
ventaja concedida ha de ser selectiva. Es decir, debe
favorecer a «determinadas empresas o produccio-
nes». No todas las medidas que favorecen a opera-
dores económicos entran en el concepto de ayuda,
sino solo aquellas que conceden una ventaja de ma-
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nera selectiva a determinadas empresas o sectores
económicos. A sensu contrario, puede defenderse que
las medidas de carácter general, en tanto en cuanto
no favorecen a unas empresas en detrimento de otras,
no son susceptibles de constituir ayudas de Estado.

Efectos sobre los mercados y la competencia

Para que una medida sea constitutiva de ayuda de
Estado es necesario que falsee o amenace falsear la
competencia y afecte a los intercambios entre los
Estados miembros. Son en realidad dos condiciones
que suelen evaluarse como una única condición.

Se puede falsear la competencia cuando el otorga-
miento de una ventaja sitúa a una empresa en una si-
tuación privilegiada con respecto a sus competidores.
Esta condición exige por tanto, la previa existencia, o
posibilidad de existencia, de competencia en el mer-
cado en que opere la empresa en cuestión. En con-
secuencia, si no hay competencia (como en casos de
monopolio legal conforme a legislación de la UE), no
existe, en principio, ayuda de Estado. 

Para saber si los intercambios comerciales entre Estados
miembros resultan o pueden resultar afectados, segui-
mos el criterio dictaminado por  los órganos jurisdiccio-
nales: «cuando una ayuda económica otorgada por
el Estado refuerza la posición de una empresa frente a
otras que compiten con ella en los intercambios co-
merciales intracomunitarios, procede considerar que la
ayuda influye sobre dichos intercambios» (4). Ahora
bien, debe acreditarse en qué medida se ha situado
a la empresa en una situación privilegiada, no puede
evaluarse solo en un terreno hipotético. 

Además, las instituciones comunitarias han reconocido
en muchas ocasiones que existen operaciones en las
que no existe riesgo alguno, ni real ni potencial, de
afectar a los intercambios entre Estados. Normalmente
son operaciones de ámbito local o geográfico reduci-
do. La Comunicación sobre el concepto de ayuda de
Estado ofrece algunos ejemplos, como instalaciones
deportivas municipales, determinadas actividades cul-
turales o promoción lingüística, centros médicos loca-
les, etc.

UN CASO COMPLEJO: LAS INFRAESTRUCTURAS

Las administraciones públicas, y en especial determina-
dos Ministerios, como el Ministerio de Industria, Energía
y Turismo (MINETUR), y el Ministerio de Fomento, propor-
cionan financiación pública a la construcción y man-
tenimiento de infraestructuras. Tradicionalmente se
consideró que estas financiaciones formaban parte de
las obligaciones públicas estatales de servicio público
que operaban en beneficio de todos los ciudadanos,
y por tanto no constituían ayudas de Estado.

Este principio que parecía consolidado se vio cuestio-
nado, y fue desmontado a raíz de una sentencia em-
blemática. Se trata de la Sentencia Aéroports de Paris
del año 2000. En esta sentencia, el Tribunal, al valorar

la existencia de ayuda de Estado en la construcción
de una pista nueva en un aeropuerto, afirmaba que
las infraestructuras pueden constituir actividades eco-
nómicas, y por tanto ser susceptibles de recibir ayudas
de Estado otorgando ventajas selectivas a determina-
das empresas.

La construcción de carreteras de uso público y gratui-
to, o casos en los que se ejerza una autoridad pública
(instalaciones militares, control del tráfico aéreo etc.),
no plantean a priori problemas, pues parece claro que
dicha infraestructura y su financiación, o de parte de
ella, son competencias públicas del Estado. Pero en
cualquier caso, a partir del año 2000, en la financia-
ción de infraestructuras hemos de valorar, si tales in-
fraestructuras constituyen una actividad económica.

Las dificultades de identificación de una ayuda de
Estado

La Comunicación sobre el Concepto de ayuda de
Estado, así como una importante jurisprudencia del
Tribunal de Justicia, acotan las dificultades que se pre-
sentan a la hora de identificar si nos encontramos an-
te una ayuda de Estado. Sin embargo, estos esfuerzos
no erradican completamente la dificultad, y nos en-
contramos casos en los que la calificación de una me-
dida es especialmente compleja, dando lugar incluso
importantes litigios entre los Estados y la Comisión.

El caso del Tax Lease español es uno de los más me-
diáticos y trascendentales contenciosos sobre la califi-
cación de una medida como ayuda de Estado, que
ha involucrado directamente al MINETUR, además de
movilizar a un importante sector como es el de la cons-
trucción naval. La Comisión declaró ayudas de Estado
ilegales e incompatibles las medidas que componían
el Sistema Español de Arrendamiento Fiscal (SEAF), a
partir de varias denuncias que se sucedieron desde
2006. La Comisión estimó que ciertas medidas fiscales
incluidas en el SEAF «constituyen ayuda estatal en el sen-
tido del artículo 107 TFUE, apartado 1, ejecutada ilegal-
mente por España desde el 1 de enero de 2002« (5).
En su Decisión, argumentaba que concurrían todos los
elementos de una ayuda de Estado.

España, por su parte, recurrió la Decisión ante el Tribu-
nal, dado que en opinión de las autoridades españo-
las, el SEAF no constituía ayuda estatal. El Tribunal ad-
mitió los argumentos de España, y consideró que no
se habían otorgado ventajas selectivas a ninguna em-
presa, y por tanto no se veía afectada ni la competen-
cia ni los intercambios comerciales entre Estados
miembros. 

La Sentencia del Tribunal General de 17 de diciembre
de 2015, que anula la Decisión de la Comisión sobre
la calificación como ayudas de Estado del SEAF, es
prueba evidente de que los elementos constitutivos de
las ayudas estatales son objeto de controversia y difi-
cultades, siendo en ocasiones necesario sustanciar lar-
gos contenciosos para llegar a calificar definitivamen-
te una medida.
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LA COMPATIBILIDAD CON EL MERCADO INTERIOR

Como se ha definido anteriormente, el TFUE parte de
un principio general de prohibición de las ayudas de
Estado. Sin embargo, no parece factible que los po-
deres públicos pongan en marcha proyectos, planes
gubernamentales ni políticas públicas sin otorgar ayu-
das. Buena prueba de ello es que el MINETUR destina
un porcentaje nada despreciable de su presupuesto a
desarrollar políticas y actuaciones de su ámbito de
competencia a través de ayudas públicas.

El propio Tratado es consciente de la necesidad de es-
tablecer excepciones a la regla general de prohibi-
ción. Por ello los apartados 2 y 3 del artículo 107 regu-
lan dichas excepciones, mediante el establecimiento
de una serie de casos en los que la concesión de ayu-
das de Estado es compatible con el mercado interior,
y otra serie de casos en los que puede llegar a serlo.

Las ayudas estatales lícitas o directamente
compatibles

Los supuestos recogidos en el apartado 2 del artículo
107 son supuestos en los que la compatibilidad de las
ayudas de Estado es automática. Son los casos en los
que el TFUE ha decidido determinar directamente la li-
citud de las ayudas. Responden a situaciones extraor-
dinarias, razones de especial solidaridad o necesidad. 

En primer lugar, se consideran directamente compati-
bles las «ayudas de carácter social concedidas a los
consumidores individuales siempre que se otorguen sin
discriminaciones basadas en el origen de los produc-
tos». Estos consumidores individuales pueden ser tanto
personas jurídicas como físicas, siempre que sean con-
sumidores finales y no existan discriminaciones por el
origen de los productos ni por su nacionalidad. Normal-
mente estas ayudas se otorgan con algún fin de ca-
rácter social.

En segundo lugar, se consideran directamente com-
patibles las «ayudas destinadas a reparar los perjuicios
causados por desastres naturales o por otros aconte-
cimientos de carácter excepcional». Se encuentra di-
señado para paliar los efectos de guerras, desastres
nucleares, huelgas, desastres naturales y otros similares.
Sin embargo, no se acogen a esta excepción los de-
sastres de carácter económico, los riesgos normales
de la producción y los que cubre un seguro (6). Estas
ayudas, deben limitarse a reestablecer el equilibrio que
existía entre las empresas con anterioridad al hecho, y
deben ser interpretadas restrictivamente, además de
que es necesario que exista un nexo causal entre la
ayuda concedida y el hecho originario del daño. 

Finalmente, el tercer supuesto se refiere a las ayudas
«destinadas a favorecer la economía de determina-
das regiones de la República Federal alemana afec-
tadas por la división de Alemania en la medida que
sean necesarias para compensar las desventajas eco-
nómicas derivadas de esa división». Se trata de un pá-
rrafo que desaparecerá, dado que su aplicación a día
de hoy carece del sentido para el que fue ideado.

Las ayudas que pueden ser declaradas compatibles

El apartado 3 del artículo 107 del TFUE recoge los su-
puestos en los que las ayudas son lícitas en la medida
en que son autorizadas por la Comisión. Su compati-
bilidad con el mercado interior no es automática co-
mo en los casos anteriores.

El primero de los supuestos hace referencia a las ayu-
das destinadas a favorecer el desarrollo económico
de regiones en las que el nivel de vida será anormal-
mente bajo o en las que exista una grave situación de
subempleo, así como el de las regiones aisladas o ul-
traperiféricas, habida cuenta de su situación estructu-
ral, económica y social. La razón que se esgrime para
permitir las ayudas y que se altere potencialmente la
libre competencia es en estos casos la solidaridad co-
munitaria (7). Las condiciones de compatibilidad vie-
nen determinadas en las Directrices sobre las ayudas
estatales de finalidad regional para 2014-2020 y en
los mapas nacionales de ayudas regionales (8). 

El segundo tipo de ayudas que pueden ser declara-
das compatibles con el mercado interior, se refiere a
las dirigidas a «fomentar la realización de un proyecto
importante de interés común europeo o destinadas a
poner remedio a una grave perturbación en la econo-
mía de un Estado miembro». Se trata en realidad de
dos supuestos diferentes. Las ayudas para fomentar la
realización de un proyecto importante de interés co-
mún europeo han de estar vinculadas directamente
con un objetivo de la UE reflejado en el Tratado. El
Tribunal de Justicia ha determinado también que el
proyecto debería tener un carácter trasnacional en el
que participan varios Estados miembros, como en el
caso de Airbus. Las condiciones concretas de compa-
tibilidad han sido recogidas en la «Comunicación so-
bre los criterios para el análisis de la compatibilidad con
el mercado interior de las ayudas para fomentar la re-
alización de proyectos importantes de interés común
europeo» de 2014.

En cuanto a las ayudas destinadas a poner remedio a
una grave perturbación en la economía de un Estado
miembro, dicha perturbación ha de afectar a la tota-
lidad del Estado, no basta con que afecte a una sola
región o a una empresa o producción.

El tercer apartado aborda las ayudas destinadas al
desarrollo de determinadas actividades o de determi-
nadas regiones económicas, «siempre que no alteren
las condiciones de los intercambios entre los Estados
miembros». En este caso, también nos encontramos
ante dos supuestos, ambos de contenido amplio y di-
fuso, por lo que gran número de ayudas se acogerán
a esta excepción para ser ejecutadas. 

Las ayudas sectoriales permiten gran variedad de su-
puestos. En la actualidad existen reglas específicas y
disposiciones normativas para muchos de estos secto-
res. Tal es el caso de la agricultura, banda ancha,
I+D+i, medioambiente y energía, etc. 
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Las ayudas regionales recogidas en esta excepción su-
ponen una modalidad de ayuda regional distinta a las
referidas anteriormente, en la que se tiene en cuenta
la economía media del país y no de la UE, aunque le
son de aplicación las mismas disposiciones sobre ayu-
das regionales (directrices y mapas).

Un cuarto apartado de ayudas potencialmente com-
patibles con el mercado interior son las destinadas «a
promover la cultura y la conservación del patrimonio».
Los ámbitos en los que se han desarrollado fundamen-
talmente estas ayudas son los de la producción cine-
matográfica, la televisión, las obras literarias y la músi-
ca.

Finalmente, se contemplan la posibilidad de compa-
tibilidad de las categorías de ayudas que determine el
Consejo por decisión, tomada a propuesta de la
Comisión. 

La declaración de compatibilidad

El hecho de que las ayudas del apartado 3 del artícu-
lo 107 puedan ser declaradas compatibles con el mer-
cado interior implica, en principio, que estas ayudas
han de ser notificadas a la Comisión y autorizadas an-
tes de su puesta en ejecución (9). La ausencia de no-
tificación, o la ejecución de unas ayudas sin mediar
autorización previa, convierte las ayudas automática-
mente en ilegales, y la Comisión puede iniciar proce-
dimientos de investigación, que en muchos casos ter-
minan con la decisión de recuperación de las ayudas,
es decir, que los beneficiarios de las ayudas ilegales
devuelvan al Estado las cuantías que recibieron. 

En la actualidad hay casos importantes de ayudas ile-
gales que han trascendido a los medios de comuni-
cación, como el caso de la extensión de cobertura de
la TDT.

Los procesos de recuperación son tediosos y proble-
máticos (10), además de afectar directamente a los
beneficiarios, que se ven obligados a reintegrar las
cuantías recibidas y actualizadas a la Administración. 

Existen dos excepciones a la necesidad de notificación
previa (y por tanto al efecto suspensivo de la notifica-
ción). Se trata de las ayudas denominadas de minimis
y de las ayudas que se acojan al Reglamento General
de Exención por Categorías (RGEC).

El Reglamento de minimis (11) recoge los requisitos pa-
ra esta excepción a la notificación. El principal requisi-
to, aunque no el único, es no superar un determinado
umbral (200.000 euros con carácter general) a una
misma empresa en tres periodos fiscales consecutivos. 

La segunda excepción a la notificación viene dada por
el conjunto de categorías contenidas en el RGEC (12).
Este reglamento establece una serie de requisitos ge-
nerales y una serie de requisitos específicos para de-
terminadas categorías de ayudas (regionales, I+D+i,
formación, etc.). Las ayudas que respeten dichos re-

quisitos resultan exentas de la notificación previa a la
Comisión. La notificación se sustituye por una comuni-
cación a la Comisión que no tendrá efectos suspensi-
vos.

La aplicación de este RGEC es cada vez más frecuen-
te, de manera que se agiliza tanto la ejecución de las
ayudas por parte de los Estados miembros como la
actividad de la Comisión. El RGEC, a pesar de haber-
se aprobado en 2014, se encuentra en la actualidad
en revisión. Es probable que se incluyan nuevas cate-
gorías de exención, como las ayudas a los puertos y
aeropuertos, y las ayudas a las compañías marítimas
y compañías aéreas. La Comisión prevé que la mayo-
ría de las ayudas ejecutadas en la UE se acojan al
RGEC en los próximos años.

Ahora bien, conviene precisar que las ayudas exentas
de notificación no están exentas de control. La Comisión
realiza controles anuales y por muestreo de todas las
ayudas sometidas a este Reglamento.

Criterios de compatibilidad

Cada tipo de ayudas que es sometida a examen de
la Comisión en aras a determinar su compatibilidad
con el mercado interior es estudiada con arreglo a cri-
terios sectoriales, particulares y normativos específicos.
Sin embargo, encontramos unos principios o criterios
de compatibilidad que tienden a exigirse sin excep-
ción, a pesar de la gran discrecionalidad de la que go-
za la Comisión para evaluar la compatibilidad de las
ayudas. Estos principios, de formulación jurisprudencial,
tienen su origen en el asunto Phillip Morris vs Comisión.
Se trata de los criterios  o principios de interés europeo,
necesidad y proporcionalidad, idoneidad de la ayuda
y principio de transparencia.

Nuevos retos

El fomento de la actividad privada para la consecu-
ción de fines públicos no es nuevo en la administra-
ción, y se utiliza desde los inicios de la Edad Moderna.
Sin embargo, mientras en el siglo XVI era el espíritu pro-
teccionista y bebía directamente de la filosofía mer-
cantilista, en el marco de una Unión Europea del siglo
XXI debe conjugarse con el mantenimiento de la libre
competencia en el mercado interior. 

Las instituciones de la Unión, conscientes de las dificul-
tades que presentaba la regulación de materia, y de
la necesidad de los Estados de una aprobación ágil
que no paralizara su actividad pública,  iniciaron en
2012 un proceso de modernización del que ya se han
producido los principales hitos. La Comunicación so-
bre el concepto de ayuda, el nuevo Reglamento de
procedimiento, los nuevos reglamentos de minimis y
RGEC, las nuevas Directrices y marcos de compatibili-
dad en numerosos sectores, son prueba del enorme
esfuerzo realizado por dinamizar, simplificar y adecuar
la normativa de ayudas de Estado a las necesidades
de los Estados y de la UE.
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Los principales retos que se presentan de cara al futu-
ro, además de los ya mencionados sobre modifica-
ción del RGEC, radican en regulación sectorial de es-
pecial envergadura (destacan los proyectos de
normativa en materia de ayudas a la energía y ayu-
das a las infraestructuras) y en objetivos horizontales,
donde merece especial mención el objetivo de esta-
blecer cultura y procedimientos de evaluación y trans-
parencia de ayudas. 

Sin embargo, quizá el mayor reto de todos es el cam-
bio de percepción que ha de operar en la mente de
todas las personas involucradas en la materia y espe-

cialmente de las Administraciones. La Comisión ha de-
positado en las autoridades públicas la responsabilidad
de valorar apriorísticamente la compatibilidad de las
ayudas, al elevar el espectro de aplicación del RGEC.
Con ello, comparte con los Estados la necesidad de
perseguir siempre el interés europeo común, y pone el
acento y el esfuerzo en la consecución de un merca-
do interior libre y competente bajo el prisma de la eva-
luación, mejora continua y transparencia. 

Bárbara Eva Fuertes González
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[1] STJUE de 24 de julio de 2003
[2] Sentencia del Tribunal de Justicia de 16 de mayo de 2002, Francia/Comisión (Stardust)
[3] cualquier actividad consistente en ofrecer bienes o servicios en un determinado mercado constituye una actividad económica.

Sentencia del Tribunal de Justicia de 16 de junio de 1987, Comisión/Italia, 118/85
[4] Sentencia del Tribunal de Justicia de 14 de enero de 2015, Eventech/The Parking Adjudicator
[5] Decisión 2014/200/UE.
[6] STJUE Atzeni vs Sardegna, de 23 de febrero de 2006.
[7] STPI AIUFFASS y AKT de 12 de diciembre de 1996.
[8] Mapa de ayudas regionales para España 2014-2020 aprobado por Decisión de 21 de mayo de 2014, modificado por Decisión de 8 de

noviembre de 2016.
[9] Artículo 108 TFUE
[10] Algunos procedimientos de recuperación, como MAGEFESA, se han dilatado durante más de una década.
[11] Reglamento (UE) 1407/2013 DE LA COMISIÓN de 18 de diciembre de 2013 relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado

de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de minimis
[12] Reglamento (UE) No 651/2014 de la Comisión de 17 de junio de 2014 por el que se declaran determinadas categorías de ayudas com-

patibles con el mercado interior en aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado.
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